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REPÚBLICA DE COLOMBIA 

 
RAMA JUDICIAL 

JUZGADO SÉPTIMO LABORAL DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ 
 

REFERENCIA ORDINARIO 
RADICADO 110013105007-2023-00381-00 
DEMANDANTE SANDRA MILENA CARRILLO MEDINA 
DEMANDADO AUTOMA S.A.S. 

 
Bogotá D.C., seis (6) de diciembre de dos mil veintitrés (2023) 

 
Reconózcase y téngase al (a) doctor (a) RAFAEL ALFONSO JIMÉNEZ FERNÁNDEZ, (a) 
identificado (a) con la C.C. 1.082.958.623 portador (a) de la T.P. No. 315.310 CSJ, 
como apoderado(a) judicial de la parte actora en los términos y para los efectos del 
mandato conferido. 
 
Por reunir los requisitos de ley y los establecidos por la Ley 2213 de 2022, se ADMITE 
la anterior demanda ordinaria de primera instancia impetrada por el (a) el señor (a) 
SANDRA MILENA CARRILLO MEDINA, en contra de la la sociedad AUTOMA S.A.S., 
representada legalmente por Mauricio Pinzón Medina y/o quien haga sus veces. 
 
De ella CÓRRASE traslado por el término de diez (10) días hábiles a la demandada. 
Para tal efecto hágasele entrega de copia de la demanda, a cargo de la parte actora 
quien deberá efectuar la notificación, aportando demanda, anexos y auto admisorio. 
 
Se le pone de presente que con la contestación de la demanda se deben aportar todos 
los documentos que se encuentren en poder de la parte accionada y que versen sobre 
los hechos que se discuten en el sub judice, así como todas las demás que se soliciten 
en el escrito demandatorio; de conformidad con lo ordenado en el numeral 2º del 
parágrafo 1º del artículo 31 del C.P.L., y S.S., so pena de tenerla por no contestada. 
 
De acuerdo con lo preceptuado en el artículo 7° de la Ley 1149 de 2007 en 
concordancia con los artículos 113 y 116 de la Ley 1395 de 2010 y teniendo en cuenta 
los principios de celeridad y eficacia que rigen la administración de justicia, las partes 
podrán aportar pruebas extraprocesales con citación de la contraparte y con 
observancia de las reglas sobre práctica y contradicción establecidas en el CGP; y los 
experticios acompañados de los documentos que acrediten la idoneidad y la 
experiencia del perito y con la información que facilite su localización. 
 
En aplicación del Acuerdo PCSJA20-11567 de 2020 versión 02 de 18-02-
2021“Protocolo   para   la   gestión   de   documentos   electrónicos, digitalización   y 
conformación    de    expedientes”, todas    las    solicitudes, respuestas    a 
requerimientos, contestaciones de demanda y expedientes administrativos deben ser 
remitidos en un único archivo PDF sin claves ni restricciones, so pena de hacer la 
devolución de la documental. Para audios el formato estándar es MP3 y WAVE y para 
videos MPEG-1, MPEG-2, MPEG-4. 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
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JUZGADO SÈPTIMO LABORAL DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ D.C. 
 

Bogotá D.C., siete (7) de diciembre de 2023 
Por ESTADO N° 202 de la fecha, fue notificado el auto anterior 
 

ÁNGELA PIEDAD OSSA GIRALDO  
Secretaria 



BNC/ 

REPÚBLICA DE COLOMBIA 

 
RAMA JUDICIAL 

JUZGADO SÉPTIMO LABORAL DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ 
 

REFERENCIA ORDINARIO 
RADICADO 110013105007-2023-00438-00 
DEMANDANTE JUAN CARLOS LUNA RUEDA 
DEMANDADO ECOPETROL S.A. 

 
Bogotá D.C., seis (6) de diciembre de dos mil veintitrés (2023) 

 
Reconózcase y téngase al (a) doctor (a) PEDRO JAVIER PIRACÓN LÓPEZ, (a) 
identificado (a) con la C.C. 80.126.186 portador (a) de la T.P. No. 125.058 CSJ, como 
apoderado(a) judicial de la parte actora en los términos y para los efectos del mandato 
conferido. 
 
Por reunir los requisitos de ley y los establecidos por la Ley 2213 de 2022, se ADMITE 
la anterior demanda ordinaria de primera instancia impetrada por el (a) el señor (a) 
JUAN CARLOS LUNA RUEDA, en contra de la ECOPETROL S.A., representada 
legalmente por Ricardo roa Barragán y/o quien haga sus veces.  
 
De ella CÓRRASE traslado por el término de diez (10) días hábiles a la demandada. 
Para tal efecto hágasele entrega de copia de la demanda, los anexos y de esta 
providencia por la secretaría del Juzgado. 
 
Se le pone de presente que con la contestación de la demanda se deben aportar todos 
los documentos que se encuentren en poder de la parte accionada y que versen sobre 
los hechos que se discuten en el sub judice, así como todas las demás que se soliciten 
en el escrito demandatorio; de conformidad con lo ordenado en el numeral 2º del 
parágrafo 1º del artículo 31 del C.P.L., y S.S., so pena de tenerla por no contestada. 
 
De acuerdo con lo estipulado en el artículo 612 del C.G.P., se ordena poner en 
conocimiento de la AGENCIA NACIONAL DE DEFENSA JURIDICA DEL ESTADO y 
al MINISTERIO PÚBLICO. Por secretaria dese trámite a la notificación en los 
términos establecidos por el art. 197 del CGP. 
 
De acuerdo con lo preceptuado en el artículo 7° de la Ley 1149 de 2007 en 
concordancia con los artículos 113 y 116 de la Ley 1395 de 2010 y teniendo en cuenta 
los principios de celeridad y eficacia que rigen la administración de justicia, las partes 
podrán aportar pruebas extraprocesales con citación de la contraparte y con 
observancia de las reglas sobre práctica y contradicción establecidas en el CGP; y los 
experticios acompañados de los documentos que acrediten la idoneidad y la 
experiencia del perito y con la información que facilite su localización. 
 
En aplicación del Acuerdo PCSJA20-11567 de 2020 versión 02 de 18-02-
2021“Protocolo   para   la   gestión   de   documentos   electrónicos, digitalización   y 
conformación    de    expedientes”, todas    las    solicitudes, respuestas    a 
requerimientos, contestaciones de demanda y expedientes administrativos deben ser 
remitidos en un único archivo PDF sin claves ni restricciones, so pena de hacer la 
devolución de la documental. Para audios el formato estándar es MP3 y WAVE y para 
videos MPEG-1, MPEG-2, MPEG-4. 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
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JUZGADO SÈPTIMO LABORAL DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ D.C. 
 

Bogotá D.C., siete (7) de diciembre de 2023 
Por ESTADO N° 202 de la fecha, fue notificado el auto anterior 
 

ÁNGELA PIEDAD OSSA GIRALDO  
Secretaria 



BNC/ 

REPÚBLICA DE COLOMBIA 

 
RAMA JUDICAL 

JUZGADO SÉPTIMO LABORAL DEL CIRCUITO  
 

REFERENCIA ORDINARIO 

RADICADO 110013105007-2023-00380-00 
DEMANDANTE NUEVA EPS 

DEMANDADO ADMINISTRADORA   DE   LOS   RECURSOS   DEL   SISTEMA   

GENERAL   DE SEGURIDAD SOCIAL EN SALUD – ADRES 

 
Bogotá D.C., seis (6) de diciembre de dos mil veintitrés (2023) 

 

Solicita la parte actora NUEVA EPS S.A,  se declare que la demandada ADRES gloso 

por extemporaneidad los 11.632 recobros de tecnologías en salud objeto de la 

presente demanda y contenidas en la base de datos anexa, imponiendo además 

otras glosas administrativas de manera injustificada y como consecuencia de ello, 

es responsable del no pago de las cuentas glosadas a la EPS demandante y por tanto 

se ordene el pago de los recobros de tecnologías de salud sobre las cuales se glosó 

injustificadamente, e los intereses moratorios en virtud de lo establecido en el 

artículo 4 del Decreto Ley 1281 de 2002, desde la fecha de radicación de las 

solicitudes de recobros hasta que se verifique su pago. 

 

El artículo 2º de la Ley 712 de 2001 en su numeral 5o asignó a la jurisdicción 

ordinaria en su especialidad laboral, la ejecución de obligaciones emanadas de la 

relación de trabajo y del sistema de seguridad social integral que no correspondan 

a otra autoridad. 

 

El artículo primero de la Ley 100 de 1993 recalca que el sistema contempla las 

obligaciones del Estado y la sociedad, las instituciones y los recursos destinados a 

garantizar la cobertura de las prestaciones económicas, de salud y servicios 

complementarios, materia de esta ley, u otras que se incorporen normativamente en 

el futuro; y los artículos 6º y 7º siguen esta misma línea al disponer como objetivos 

del sistema el cubrimiento de las contingencias económicas y de salud en los 

términos previstos en esa ley. 

 

El artículo 49 de la Carta Política de 1991 estableció el ámbito prestacional del 

Sistema, especialmente en el campo de la salud, al garantizar a todas las personas 

el acceso a los servicios de promoción, protección y recuperación de la misma. 

 

Analizado lo anterior, el sistema de seguridad social integral está asociado y tiene 

que ver con la satisfacción de obligaciones prestacionales a cargo de las entidades 

señaladas por la ley como responsables de su asunción. 

 

De  acuerdo con lo anterior, considera el despacho que aquellos conflictos derivados 

de los perjuicios que sufran las personas debido a la falta de atención médica cuando 

ella es obligatoria, a defectos o insuficiencia en la misma, a la aplicación de 

tratamientos alejados o ajenos a los estándares y prácticas profesionales usuales, o 

la negativa de la EPS de autorizar la realización de medios diagnósticos   o 

terapéuticos     autorizados por el médico     tratante,    entre    otros,    constituyen    

controversias que tienen que ver con la seguridad social integral en tanto entrañan 

fallas, carencias o deficiencias en la observancia de las obligaciones y deberes que 

la ley ha impuesto a las entidades administradoras o prestadoras de servicios de 

salud, y por lo mismo el conocimiento de ellos corresponde a la jurisdicción ordinaria 

en su especialidad laboral. 
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La legislación agregó un elemento subjetivo para la determinación de la competencia 

laboral, consistente en que los conflictos deben suscitarse “entre los afiliados, 

beneficiarios o usuarios, los empleadores y las entidades administradoras o 

prestadoras” (artículo 2º, numeral 4º, Ley 712 de 2001). 

 

Es sabido que en el campo de salud, los afiliados pueden pertenecer al régimen 

contributivo o al subsidiado, según lo prevé el artículo 157 de la Ley 100; que los 

beneficiarios son aquellas personas pertenecientes al núcleo familiar del afiliado 

señaladas en el artículo 163; que las entidades administradoras del sistema son 

básicamente las EPS, de modo que en las diferencias de seguridad social que se 

susciten ante esta jurisdicción deben aparecer como sujetos procesales o causantes 

del perjuicio las EPS. 

 

Teniendo en cuenta que en las pretensiones de la demanda una empresa promotora 

de salud persigue el PAGO de perjuicios por parte de ADRES por los periodos que 

por concepto de salud fueron pagados por la EPS., a IPS que atendieron a los 

usuarios de la demandante y que para la fecha de prestación fueron compensados 

por unos periodos anteriores a la fecha que fueron cargados a la BDUA, perjuicios 

causados por descuentos aplicados, la competencia para su conocimiento se sigue 

por las reglas generales o dicho de otra manera escapan del área de conocimiento 

de los jueces especializados en lo laboral. 

 

Sobre este particular y en reciente pronunciamiento la Sala Plena de la Corte 

Constitucional en cumplimiento de sus atribuciones constitucionales, en particular 

de la prevista en el numeral 11 del artículo 241 de la Constitución Política, mediante 

auto 389 de 22 de Julio de 2021 Magistrado Sustanciador Antonio José Lizarazo 

Ocampo dirimió el conflicto de competencia suscitado entre el Juzgado 6º Laboral 

del Circuito de Bogotá y el Juzgado 61 Administrativo del Circuito de Bogotá, 

posición reiterada hasta la fecha, considerando: 

 

“–la competencia de los jueces laborales– debe resaltarse que el estudio adelantado en 

la Sentencia C-119 de 2008, en relación con la competencia de los jueces laborales para 

el conocimiento de los asuntos señalados en el artículo 41 de la Ley 1122 de 2007, (i) 

no integró al análisis el literal f) de esa normativa1, pues este fue adicionado por el 

artículo 126 de la Ley 1438 de 2011, y (ii) el control de constitucionalidad se realizó 

teniendo en cuenta lo señalado en el artículo 2.4 de la Ley 712 de 2001, en su forma 

original, y no con la modificación que introdujo el artículo 622 de la Ley 1564 de 2012. 

Normativas estas que generan significativas diferencias pues, la primera, atribuía a los 

jueces laborales las controversias referentes al Sistema de Seguridad Social Integral, 

mientras que la segunda dispone que les corresponde el conocimiento de las 

controversias relativas a la prestación de los servicios de la seguridad social. 

 

43. Finalmente, debe resaltarse que, según el artículo 42 de la Ley 715 de 2001, le 

corresponde a la Nación “la dirección del sector salud y del Sistema General de 

Seguridad Social en Salud en el territorio Nacional”, siendo que el numeral 42.24 de la 

misma normativa, establece que ejerce la competencia de “[f]inanciar, verificar, controlar 

y pagar servicios y tecnologías en salud no financiadas con cargo a la Unidad de Pago 

por Capitación (UPC) en el Sistema General de Seguridad Social en Salud […]”. Dicha 

regulación refuerza la conclusión de que los asuntos de recobros corresponden a la 

jurisdicción de lo contencioso administrativo, en la medida en que parte de los recursos 

para cubrirlos se obtienen del Presupuesto General de la Nación. 

 

En efecto, la ADRES administra recursos que hacen parte del Presupuesto General de 

la Nación como lo señala el artículo 2.6.4.6.1.2 del Decreto 780 de 20162. Normativa 

                                       
1 Dicho literal señala: “f) Conflictos derivados de las devoluciones o glosas a las facturas entre entidades 
del Sistema General de Seguridad Social en Salud”. 
2 El artículo 2.6.4.6.1.2 del Decreto 780 de 2016 señala: “Manejo Presupuestal de los recursos que 
administra la ADRES que hacen parte del Presupuesto General de la Nación. Los recursos que hacen 
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que, además, en el artículo 2.6.4.6.21 señala que “[l]os ingresos para financiar la 

operación de la ADRES estarán conformados por: i) Aportes del Presupuesto General de 

la Nación asignados para gastos de operación, a través de la sección presupuestal el 

Ministerio de Salud y Protección Social; […]”. 

 

44. En consecuencia, la competencia judicial para conocer asuntos relacionados con el 

pago de recobros judiciales al Estado por prestaciones no incluidas en el POS, hoy PBS, 

y por las devoluciones o glosas a las facturas entre entidades del Sistema General de 

Seguridad Social en Salud corresponde a la jurisdicción de lo contencioso 

administrativo.”. 

 

Así las cosas, con fundamento en lo decidido por la H. CORTE CONSTITUCIONAL, resulta 

claro al tenor de lo arriba analizado, que ésta no es la especialidad competente para 

conocer de este asunto. 

 

Conforme a lo anterior, el Despacho;  

 

RESUELVE: 
 

PRIMERO: RECHAZAR la presente demanda por FALTA DE JURISDICCIÓN Y 
COMPETENCIA. 
 
SEGUNDO: Envíense las diligencias a la OFICINA JUDICIAL-REPARTO para que sea 

repartido a los JUZGADOS ADMINISTRATIVOS DE BOGOTA, previas las 

desanotaciones en el libro radicador.  
 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

 

 

 

 

 

                                       

parte del Presupuesto General de la Nación, objeto de la administración de la ADRES, serán 
presupuestados en la sección presupuestal del Ministerio de Salud y Protección Social”. 

JUZGADO SÈPTIMO LABORAL DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ D.C. 
 

Bogotá D.C., siete (7) de diciembre de 2023 

Por ESTADO N° 202 de la fecha, fue notificado el auto anterior. 
 

ÁNGELA PIEDAD OSSA GIRALDO  
Secretaria 



BNC/ 

REPÚBLICA DE COLOMBIA 

 
RAMA JUDICAL 

JUZGADO SÉPTIMO LABORAL DEL CIRCUITO  
 

REFERENCIA ORDINARIO 
RADICADO 110013105007-2023-00391-00 
DEMANDANTE FAVIO HERNÁN ESPITIA VERANO 
DEMANDADO CORPORACIÓN COLOMBIANA DE INVESTIGACIÓN 

AGROPECUARIA – AGROSAVIA 
 

Bogotá D.C., seis (6) de diciembre de dos mil veintitrés (2023) 
 

Reconózcase y téngase al (a) doctor (a) EISTEM GUSTAVO SARMIENTO ORTIZ, (a) 
identificado (a) con la C.C. 80.200.576 portador (a) de la T.P. No. 211.956 del CSJ, 
como apoderado(a) judicial de la parte actora en los términos y para los efectos del 
mandato conferido.  

Se observa que la demanda, no reúne los requisitos exigidos en el artículo 25 del 
C.P.L., y en la Ley 2213 de 2022, por presentar las siguientes falencias: 
 
1. Debe aportar el poder que le confiere el demandante al abogado que presenta 

la demanda, a fin de verificar el derecho de postulación que ejerce.  
 

2. Debe enviar por medio electrónico copia de la demanda y sus anexos a la parte 
demandada, de acuerdo con lo establecido en el inciso 4 del artículo 6 de la Ley 
2213 de 2022 y debe acreditar el soporte del envío. 

 
Se concede el término de cinco (5) días, a fin de que corrija las falencias descritas 
y allegue copia del escrito de subsanación para el respectivo traslado, so pena de 
rechazar la demanda. Una vez vencido el plazo otorgado, ingresar las diligencias al 
Despacho para resolver lo que en derecho corresponda. 
 

Se advierte a la parte demandante que debe enviar de manera simultánea con la 
presentación del escrito de subsanación, la certificación de envío del mismo a la 
dirección electrónica de la demandada, esto de acuerdo con lo dispuesto en el inciso 
4 del artículo 6 de la Ley 2213 de 2022, acreditando dicho trámite ante el Despacho.  
 

En aplicación del Acuerdo PCSJA20-11567 de 2020 versión 02 de 18-02-
2021“Protocolo   para   la   gestión   de   documentos   electrónicos, digitalización   y 

conformación    de    expedientes”, todas    las    solicitudes, respuestas    a 

requerimientos, contestaciones de demanda y expedientes administrativos deben ser 

remitidos en un único archivo PDF sin claves ni restricciones, so pena de hacer la 

devolución de la documental. Para audios el formato estándar es MP3 y WAVE y para 

videos MPEG-1, MPEG-2, MPEG-4. 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
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 JUZGADO SÈPTIMO LABORAL DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ D.C. 
 

Bogotá D.C., siete (7) de diciembre de 2022 
Por ESTADO N° 202 de la fecha, fue notificado el auto anterior. 
 

ÁNGELA PIEDAD OSSA GIRALDO  
Secretaria 


